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1. Mediante el escrito de fecha 11 de enero del 2021, este Organismo 

recepcionó la queja presentada por las C.C.   

 y    , misma que a 

continuación se transcribe: 

“…Que el día 06 de enero del presente año, aproximadamente 

como a la una y media de la tarde, me dirigí en compañía de 

, a una tienda para comprar alimentos, cuando 

ambas recibimos llamada telefónica, diciéndome mi pareja 

sentimental , quien se encontraba en mi 
domicilio en compañía de , hermano de 

, que afuera del domicilio se encontraba la 

Coordinadora de la Policía Estatal de ciudad Mier, acompañada 

de varias unidades de la Policía Estatal, que habían quebrado 

los vidrios de la puerta de entrada y que con uso de la fuerza 

entraron al domicilio, por lo que corto la llamada y me 

comunico con mi abuela , a quien le pedí 

acudiera a mi domicilio a ver que estaba pasando, mientras 

  y yo llegamos al domicilio, al hablar por 

teléfono con mi abuela, me dice que la Coordinadora  

 le dijo que ahí ellos eran la ley, “que se quitara a la 

verga y se sentara”, desde la banqueta ella observó que los 
policías estaban bajando de la segunda planta a mi pareja 

 y a su amigo , ambos cubiertos de la 
cara, al llegar a mi domicilio ya no se encontraba nadie, por lo 

que ambas nos dirigimos al Ministerio Público del municipio, 

ahí se encontraba una unidad de la Policía Estatal a quien les 

preguntamos qué cuál era el motivo de la detención de mi 

pareja  y su amigo , contestándonos 

que ellos desconocían lo que estábamos preguntando, 

personal del Ministerio Público de ciudad Mier, nos informaron 

que mi pareja   y su amigo  , se 

encontraban en barandilla de la Policía Estatal de ciudad 

Miguel Alemán, me proporcionan un número telefónico para 
comunicarme ( ), aproximadamente a las dos y 
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media de la tarde me comuniqué a barandilla de Miguel 

Alemán, siendo atendida por una persona de nombre  

, a quien le pregunté si se encontraban ahí mi pareja 

 y su amigo , contestándome que sí, 

aproximadamente como a las tres de la tarde recibí llamada 

telefónica del señor  de barandilla de Miguel 

Alemán, la persona que me llamó me dijo que teníamos que 

pagar $50,000.00 pesos por ellos, yo le hice saber que 

nosotras no teníamos esa cantidad, después me dijo que si 

teníamos $6,000.00 pesos por cada uno, diciéndole que no 

completábamos, después me dijo que si teníamos $3,000.00 

pesos por cada uno, le hice saber que lo que podíamos pagar 
eran $2,000.00 pesos por cada uno, contestándome que 

fuéramos por ellos, que lleváramos el dinero para pagar la 

fianza, debido a la inseguridad que se vive en ciudad Mier y 

Miguel Alemán, acudimos a buscar el apoyo de una patrulla de 

la Policía Estatal de ciudad Mier, pero ellos se negaron en 

llevarnos a Miguel Alemán, por lo que estuvimos buscando 

quien nos apoyara en Miguel Alemán, en esos momentos yo 

recibí llamada telefónica nuevamente del señor , 

informándome que había entrado gente civil armada y se 

habían llevado a mi pareja  y a su amigo  

, por lo que a la fecha desconocemos el paradero de 

ellos, quiero señalar que nosotras acudimos al hotel donde se 
hospeda la Coordinadora y los elementos de la Policía Estatal, 

para manifestarnos por lo sucedido, sin que a la fecha 
tengamos una respuesta por parte de ellos…”. 

 

2. Una vez analizado el contenido de la queja, ésta se calificó como 

presuntamente violatoria de derechos humanos, por lo que mediante 

acuerdo de fecha 11 de enero del 2021, se admitió a trámite y se 

acordó solicitar a la autoridad señalada como responsable un informe 

justificado relacionado con los hechos denunciados. 
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3. Mediante oficio con número SSP/CGJAIP/DNA/DEGDH/00873/2021, 

de fecha 08 de febrero de 2021, el C. Lic.  

, Coordinador General Jurídico y de Acceso a la Información 

Pública de la Secretaría de Seguridad Pública de Tamaulipas, rindió el 

informe requerido en los términos que a continuación se transcriben: 

“…En atención a su oficio 014/2021-L de fecha 11 de enero 

del presente, relativo al expediente de queja 001/2021-L, 

promovida por las C. C.  y 

   , por presuntos actos 

violatorios de derechos humanos cometidos en agravio de  
   y    , 

presuntamente por parte de elementos de la Policía Estatal 

Acreditable, de ciudad Mier, Tamaulipas, al respecto remito a 

Usted copia certificada del oficio 

SSP/SSOP/CGOPEA/DOPEA/01464/2021, signado por el Cmte. 

  , Encargado del Despacho de la 

Dirección de Operaciones, así como copia fotostática simple 

del oficio SSP/PEA/DREY-292/2021 y sus anexos, signado por 

el Encargado del Despacho de la Delegación Regional 

Reynosa, mediante los cuales proporcionan la información 

solicitada en el oficio citado inicialmente. Así mismo, 

atendiendo a su oficio 085/2021-L de fecha 28 de enero del 
actual, a través del cual solicita diversa información 

relacionada con los hechos que nos ocupan, anexo al presente 
copia certificada del oficio 

SSP/SSOP/CGOPEA/DOPEA/01599/2021, signado por el Cmte. 

  , Encargado del Despacho de la 

Dirección de Operaciones, así como copias fotostáticas 

simples del oficio SSP/PEA/DREY-0364/2021 y sus anexos, 

signados por el Encargado del Despacho de la Coordinación 

Municipal de la Policía Estatal Acreditable de Cd. Mier, 

Tamaulipas, y del oficio 1489/2021, signado por la Lic.  

  , Agente del Ministerio Público, 

mediante los cuales remiten la información solicitada en el 
oficio señalado con anterioridad. Ahora bien en lo que 
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respecta a su oficio antes citado, en el cual señala que esta 

Secretaría de Seguridad Pública no dio contestación a su oficio 

014/2021-L de fecha 11 de enero del presente, referente a 

una solicitud de información del expediente que nos ocupa, 

me permito informar que el oficio en mención se recibió en 

esta Secretaría de Seguridad Pública el día 27 de enero del 

año en curso, por lo que de la fecha de recepción al día de 

hoy, no ha fenecido el término concedido de diez días hábiles 

para rendir el informe, por lo que se pueden tener por ciertos 

los hechos, de conformidad con el artículo 35 de la Ley de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas. 

Por último, no se omite hacer mención que esta Coordinación 
General Jurídica ha dado vista a la Dirección de Asuntos 

Internos de Seguridad Pública, por los hechos señalados en la 

presente queja, a través del oficio 

SSP/CGJAIP/DNA/DEGDH/00584/2021, a fin de que realice las 

investigaciones correspondientes. Así mismo, hago de su 

conocimiento que los documentos que se anexan contienen 

datos personales y reservados, que le son transmitidos 

únicamente para el ejercicio exclusivo de sus 

funciones…”(sic.) 

 

4. Del informe rendido por la autoridad señalada como responsable, en 

fecha 14 de abril de 2021, se dio vista a las partes quejosas a fin de 

que expresaran lo que a sus interés convinieran, circunstancia que se 

hizo del conocimiento a las partes por si fuera el caso que desearan 

aportar alguna prueba de su intención, además de que visto el estado 

de la queja, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 37, 38 y 58 de 

la Ley que rige a esta Comisión, se solicitó al C.  

, en su calidad de Director de Asuntos Internos de 

la Secretaría de Seguridad Pública del Estado, remitiera copia 

certificada de los autos que integran el expediente de investigación 
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iniciada con motivo de la denuncia de las quejosas, de igual forma se 

solicitó al C. Lic. , en su calidad de  

Agente del Ministerio Público de la Unidad General de Investigación con 

residencia en ciudad Miguel Alemán, Tamaulipas, remitiera copia 

certificada de los autos que integran la carpeta de investigación 

iniciada con motivo de la vista realizada por la autoridad 

correspondiente por la privación ilegal de la libertad de los C.C.  

 y , por último, 

se solicitó al C. Agente del Ministerio Publico Especializada en la 

investigación de los Delitos de Desaparición Forzada de Personas con 

sede en ciudad Reynosa, Tamaulipas,  remitiera copia autenticada de 

los autos que integran la carpeta de investigación número . 

 

5. Se recibió el oficio SSP/DAI/DI/0002299/2021 de fecha 11 de mayo 

del 2021, signado por el C. Lic. , en 

su calidad de Director de Asuntos Internos de la Secretaría de 

Seguridad Pública, mediante el cual remite informe precisando que se 

inició expediente de investigación, registrándose en el libro de 

Gobierno, que para tal efecto se lleva en esa Dirección de Asuntos 

Internos, bajo el número , el cual se encontraba en 

trámite. 

 

6. Se recibió el oficio SSP/DAI/003078/2021 de fecha 28 de junio del 

2021, signado por el C. Lic. , en su 

calidad de Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad 
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Pública del Estado de Tamaulipas, mediante el cual remite copia de la 

resolución emitida dentro del expediente de investigación número 

. 

 

7. Se recibió el oficio SSP/DAI/DI/003145/2021 de fecha 05 de julio 

del 2021, signado por el C. Lic. , en 

su calidad de Director de Asuntos Internos de la Secretaría de 

Seguridad Pública del Estado de Tamaulipas, mediante el cual remite 

copia de todo lo actuado dentro del expediente de investigación 

número . 

 

8. Se recibió el oficio SSP/DAI/003078/2021 de fecha 28 de junio del 

2021, signado por el C. Lic. , en su 

calidad de Director de Asuntos Internos de la Secretaría de Seguridad 

Pública de Tamaulipas con sede en esta ciudad, informa que en fecha 

23 de junio de 2021, dentro del expediente de investigación número 

, se dictó Acuerdo de Improcedencia por Falta de 

Elementos Suficientes. 

 

9. Se recibió el oficio UGI/MA/1171/2021, de fecha 05 de julio del 

2021, signado por el C. Lic. , Agente del 

Ministerio Público de Procedimiento Penal Acusatorio Adscrito a la 

Unidad General de Investigación, con sede en ciudad Miguel Alemán, 

Tamaulipas, mediante el cual remite copia certificada de la carpeta de 

investigación número , en la cual se informó que en fecha 08 
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de enero del presente año, fue remitida en incompetencia por razón de 

materia al Agente del Ministerio Público Especializada en la 

Investigación de los Delitos de Desaparición Forzada  de Personas con 

sede en ciudad Reynosa, Tamaulipas.  

 

10. Se recibió el oficio FGJET/FEIDDFP/10396/2022, de fecha 04 de 

julio del 2022, signado por el C. Lic. , Agente 

del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía Especializada en la 

Investigación de los Delitos de Desaparición Forzada de Personas, con 

sede en Reynosa, Tamaulipas, mediante el cual remite copias 

autenticadas de la carpeta de investigación número .  

 

11. De las constancias que integran el presente expediente, tienen 

especial relevancia para acreditar los hechos y antecedentes descritos 

en el apartado anterior las siguientes evidencias o medios probatorios:  

 

 Documental consistente en el escrito de queja de fecha 11 de 

enero del 2021, signado por las C.C.    

 y    . (Punto 1 de 

ANTECEDENTES). 

 

 Documental consistente en el informe rendido por el C. Lic.  

, en su calidad de Coordinador General Jurídico y 

de Acceso a la Información Pública de la Secretaría de Seguridad 

Pública, (Punto 3 de ANTECEDENTES). 
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 Copia certificada de expediente de investigación número 

, proporcionado por el C. Lic.   

 , Director de Asuntos Internos de la 

Secretaría de Seguridad Pública. (Punto 8 de ANTECEDENTES).  

 

 Declaración informativa de fecha cinco de julio del 2021, de los 

C.C.     y    

, elementos de la Policía Estatal. 

 

 Constancia de fecha 21 de agosto de 2021, obteniéndose 

declaración testimonial de la Sra. , abuela de la 

quejosa . 

 

 Documental consistente en el oficio UGI/MA/1171/2021, de fecha 

05 de julio del 2021, signado por el C. Lic.  

, Agente del ministerio Público de Procedimiento Penal 

Acusatorio Adscrito a la Unidad General de Investigación, con sede 

en ciudad Miguel Alemán, Tamaulipas, mediante el cual remite 

copia certificada de la carpeta de investigación número , 

en la cual se informó que en fecha 08 de enero del presente año, 

fue remitida en incompetencia por razón de materia al Agente del 

Ministerio Público Especializada en la Investigación de los Delitos de 

Desaparición Forzada  de Personas con sede en Reynosa, 

Tamaulipas. (punto 09 de ANTECEDENTES). 

 



  Queja número 001/2021-L 

 10 

 Documental consistente en el oficio FGJET/FEIDDFP/10396/2022, 

de fecha 04 de julio del 2022, signado por el C. Lic.  

, Agente del Ministerio Público adscrito a la Fiscalía 

Especializada en la Investigación de los Delitos de Desaparición 

Forzada de Personas, con sede en Reynosa, Tamaulipas, mediante 

el cual remite copias autenticadas de la carpeta de investigación 

número . (punto 10 de ANTECEDENTES). 

 

II. C O N C L U S I O N E S 

 

Esta Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, tiene 

como objetivo esencial la protección, observancia, promoción, estudio 

y difusión de los derechos humanos previstos  por el orden jurídico 

mexicano, ello de conformidad con lo establecido en los artículos 102 

apartado B de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

16, 58 fracción XVIII y 126 de la Constitución Política del Estado de 

Tamaulipas, 1, 2, 3, 4 y 8 de la Ley de la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de Tamaulipas. En atención a ello, se analizan los 

hechos presuntamente violatorios a derechos humanos reclamados, 

así como la indebida actuación de los servidores públicos imputados, 

además de las posibles omisiones y deficiencias institucionales 

advertidas. 
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Resulta importante precisar, que los actos y omisiones a que se refiere 

la presente Recomendación, atribuidos a servidores públicos, se 

establecen con pleno respeto de sus respectivas facultades legales, sin 

que se pretenda interferir en la función de investigación de los delitos 

o en la persecución de los probables responsables, potestad exclusiva 

del Ministerio Público, en términos de lo dispuesto en los artículos 21, 

párrafos primero y segundo, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

En ese tenor, se hace patente la necesidad de que el Estado a través 

de sus instituciones públicas cumpla con el deber jurídico de prevenir 

la consumación de conductas delictivas y en su caso, investigar 

eficientemente los delitos que se cometan en el ámbito de su 

respectiva competencia, a fin de esclarecerlos e identificar a los 

responsables hasta que éstos reciban las sanciones correspondientes, 

además de que se proporcione a las víctimas un trato digno, solidario 

y respetuoso, para evitar con ello la revictimización y se propicie su 

real acceso a los derechos a la verdad, a la justicia y a una reparación 

integral.  

 

De los hechos escritos, esta Comisión genera la siguiente hipótesis 

para determinar la existencia de violaciones de los derechos humanos 

por parte de la servidora pública involucrada: 
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Única. Las impetrantes señalaron que el día 6 de enero de 2021, que 

elementos de la Policía Estatal en compañía de la Coordinadora de 

dicha corporación con destacamento en Ciudad Mier, Tamaulipas, 

detuvieron a  los CC.    y  

, cuando se encontraban en el domicilio de la C. 

, para ello hicieron uso de la fuerza para ingresar al 

inmueble y que la abuela de la aludida ciudadana observó que los 

policías bajaron a los detenidos de la segunda planta de la casa, que 

se presentaron en las instalaciones de la Agencia del Ministerio Público 

y ahí les informaron que los detenidos se encontraban en barandilla de 

la Policía Estatal con sede en Miguel Alemán, Tamaulipas, 

proporcionándoles el número telefónico de barandilla comunicándose a 

ese lugar y posteriormente de ahí una persona les regresó la 

comunicación solicitándoles dinero para que los detenidos fueran 

puestos en libertad, que cuando buscaban la manera de trasladarse 

donde estaban los detenidos, recibieron una llamada comunicándoles 

que gente civil armada se los habían llevado  por lo cual solicitaron 

una respuesta por lo sucedido  a la Coordinadora de seguridad pública 

y a elementos de la Policía Estatal,  sin obtener información.                                    

 

A continuación, se desarrollaran los argumentos, fundamentos y 

motivaciones con los que se analizan dicha hipótesis. 
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La impetrantes  y , denunciaron  

que su pareja y hermano, respectivamente, fueron detenidos por 

elementos de la Policía Estatal con destacamento en Ciudad Mier, 

Tamaulipas, para ello allanaron el domicilio donde estaban, que los 

agraviados posteriormente  fueron remitidos a la barandilla de Miguel 

Alemán, Tamaulipas, y de ahí le exigieron dinero para que recobraran 

su libertad, no obstante, los detenidos fueron sustraídos por gente civil 

armada sin obtener información al respecto por parte de las 

autoridades que participaron en la detención de los agraviados.                        

 

A través del oficio número SSP/CGJAIP/DNA/DEGDH/00873/2021, de 

fecha 08 de febrero de 2021, el C. Lic. , 

Coordinador General Jurídico y de Acceso a la Información Pública de 

la Secretaría de Seguridad Pública de Tamaulipas, rindió el informe 

requerido por este Organismo.  

 

Por otra parte, se recibió el oficio SSP/DAI/DI/0002299/2021 de fecha 

11 de mayo de 2021, signado por el C. Lic.  

, en su calidad de Director de Asuntos Internos de la 

Secretaría de Seguridad Pública del Estado, mediante el cual remitió un 

informe precisando el inicio del expediente de investigación con el 

número , posteriormente, se recibió el oficio 

SSP/DAI/003078/2021 de fecha 28 de junio de 2021, signado por 

aludido Director de Asuntos Internos, informando que en fecha 23 de 

junio de 2021, dentro del expediente de investigación número 



  Queja número 001/2021-L 

 14 

, se dictó acuerdo de improcedencia por falta de 

elementos suficientes. 

 

Ahora bien, para dar respuesta a los conceptos de agravio reclamados 

por la parte impetrante, resulta relevante emitir las conclusiones en el 

siguiente orden de metodológico:  

 

ALLANAMIENTO DE MORADA. Del análisis de las constancias de la 

queja de mérito, se infiere que existen elementos de prueba que 

acreditan este agravio en perjuicio de  y 

.  

 

Del contexto de la queja, prevalece el señalamiento de las impetrantes 

que adujeron que el día 6 de enero de 2021, los agraviados fueron 

detenidos por elementos de la Policía Estatal de ciudad Mier, 

Tamaulipas, en ese sentido, la C. , adujo que su 

pareja sentimental , le marcó por teléfono para decirle 

que estaba en su casa en compañía de  y afuera  

había elementos de la Policía Estatal intentando ingresar al inmueble 

para lo cual quebraban los vidrios de la puerta de entrada y con uso de 

la fuerza entraron al domicilio, en ese orden de ideas, personal de esta 

Comisión se avocó a contactar a la abuela de la C.  

, toda vez que la quejosa adujo que su familiar fue 

testigo del allanamiento aludido. 
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En esa tesitura, mediante constancia de fecha 21 de agosto de 2021, la 

Sra. , abuela de la C. , manifestó a 

personal de este Organismo que el día que sucedieron los hechos ella 

se encontraba en una carnicería y una amiga le avisó había ley 

(policías) en la casa de su nieta por lo que se trasladó al lugar 

observando que policías quebraban vidrios, posteriormente vio que del 

segundo piso bajaron a un hombre a quien reconoció como esposo de 

su nieta, así también vio patrullas y muchos policías. 

 

De igual manera, el día 5 de julio de 2021, personal de la Tercera 

Visitaduría General de este Organismo, documentó la  comparecencia 

del C. , Agente de la Policía Estatal, quien 

en relación a los hechos de queja manifestó lo siguiente:               

“…de todos los hechos lo que me consta es que nosotros 

íbamos de apoyo en la unidad 1289, si recuerdo que si se hizo 

esa detención y yo era el chofer de la unidad y estábamos 

delimitando el área, aproximadamente como a diez metros de 

donde fue el suceso, desconozco donde estaba ubicado el 
lugar ya que no conozco ciudad Mier, en compañía de mis 

compañeros ,  
y ,  son los que venían conmigo 

en la unidad, como éramos unidad de apoyo no se nos pasó 

información de lo que sucedía en el momento. Solo me di 

cuenta que a estas personas las bajaron como de un 

segundo piso y posterior a la detención se nos pidió el 

apoyo para subir a los detenidos en nuestra unidad, 

durante el transcurso hacia ciudad Miguel, Alemán…”.  
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En ese orden de ideas, en autos de la queja prevalece el Informe 

Policial Homologado, de fecha 6 de enero de 2021, elaborado por el C. 

, Policía Estatal con destacamento en Ciudad 

Mier, Tamaulipas, dentro del cual se asentó que en la detención de los 

agraviados participaron policías asignados a las patrullas número 872, 

1250 y 1289, no pasa desapercibido que en un intento por legitimar su 

actuación la autoridad expuso en la narrativa de los hechos que el 

motivo de la detención de  y  

, fue haber  alterado el orden público en la vía 

pública, insultos a la autoridad, agresión al servidor público y 

aparente estado de ebriedad, sin embargo, de las manifestación 

realizada por las quejosas y con lo expuesto por los CC.  

  y , Agente de la Policía Estatal, se 

advierte que los agraviados se encontraban en el interior de un 

inmueble y para lograr su detención ingresaron al mismo, es 

trascendente la concatenación de lo manifestado por la testigo de los 

hechos y lo manifestado por el oficial de policía, quienes coinciden del 

modo y lugar de dicha detención, lo cual permite demostrar que los 

elementos de la Policía Estatal para lograr la detención de los 

agraviados allanaron el domicilio donde se encontraban, y que dichas 

personas no fueron detenidas en la vía pública como se asentó en el 

Informe Policial Homologado, por lo tanto se acredita que los 

elementos de seguridad pública excedieron sus funciones y actuaron 

contrario a las atribuciones que legalmente conforme a lo establecido 

en el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
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Estado, 3 y 22 de Ley de Seguridad Pública del Estado, 2 y 18 de la 

Ley de Coordinación del Sistema de Seguridad Pública del Estado de 

Tamaulipas. 

 

Ciertamente, se consideran transgredidos los anteriores mandamientos 

invocados, toda vez que de las probanzas en comento se dilucida que 

la irrupción por parte de los elementos de seguridad pública en el  

domicilio donde se encontraban  y , 

se efectuó de manera arbitraria pues no contó con el debido proceso 

legal para dicho acto de autoridad, por lo tanto se violentó el 

derecho humano a la inviolabilidad domiciliaria consagrada en el 

artículo  16, párrafo primero de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos.  

 

El derecho a la inviolabilidad domiciliaria reconocido en la Carta Magna 

y Tratados Internacionales, limita el actuar de la autoridad ciñéndola a 

los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica donde 

ésta debe fundar y motivar sus actos para salvaguardar los derechos 

fundamentales de los gobernados, en esa tesitura, el siguiente criterio 

jurisprudencial establecido por la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, expone lo siguiente:    

Época: Décima Época  
Registro: 2005777  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación  
Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III  
Materia(s): Constitucional  
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  Tesis: IV.2o.A.50 K (10a.)  
  Página: 2241  

 
SEGURIDAD JURÍDICA. ALCANCE DE LAS GARANTÍAS 
INSTRUMENTALES DE MANDAMIENTO ESCRITO, AUTORIDAD 
COMPETENTE Y FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN, 
PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 16, PRIMER PÁRRAFO, DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL, PARA ASEGURAR EL RESPETO A 
DICHO DERECHO HUMANO. 

 
De las jurisprudencias 1a./J. 74/2005 y 2a./J. 144/2006, de la Primera 
y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomos XXII, agosto de 2005, página 107, de rubro: 
"PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN UNA VÍA INCORRECTA. POR SÍ 
MISMO CAUSA AGRAVIO AL DEMANDADO Y, POR ENDE, 
CONTRAVIENE SU GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA." y 
XXIV, octubre de 2006, página 351, de rubro: "GARANTÍA DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. SUS ALCANCES.", respectivamente, se 
advierte una definición clara del contenido del derecho humano a la 
seguridad jurídica, imbíbito en el artículo 16, primer párrafo, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual 
consiste en que la persona tenga certeza sobre su situación ante las 
leyes, o la de su familia, posesiones o sus demás derechos, en cuya 
vía de respeto la autoridad debe sujetar sus actuaciones de molestia 
a determinados supuestos, requisitos y procedimientos previamente 
establecidos en la Constitución y en las leyes, como expresión de una 
voluntad general soberana, para asegurar que ante una intervención 
de la autoridad en su esfera de derechos, sepa a qué atenerse. En 
este contexto, de conformidad con el precepto citado, el primer 
requisito que deben cumplir los actos de molestia es el de constar por 
escrito, que tiene como propósito que el ciudadano pueda constatar 
el cumplimiento de los restantes, esto es, que provienen de autoridad 
competente y que se encuentre debidamente fundado y motivado. A 
su vez, el elemento relativo a que el acto provenga de autoridad 
competente, es reflejo de la adopción en el orden nacional de otra 
garantía primigenia del derecho a la seguridad, denominada principio 
de legalidad, conforme al cual, las autoridades sólo pueden hacer 
aquello para lo cual expresamente les facultan las leyes, en el 
entendido de que la ley es la manifestación de la voluntad general 
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soberana y, finalmente, en cuanto a fundar y motivar, la referida 
Segunda Sala del Alto Tribunal definió, desde la Séptima Época, 
según consta en su tesis 260, publicada en el Apéndice al Semanario 
Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, 
Primera Parte, página 175, de rubro: "FUNDAMENTACIÓN Y 
MOTIVACIÓN.", que por lo primero se entiende que ha de expresarse 
con exactitud en el acto de molestia el precepto legal aplicable al 
caso y, por motivar, que también deben señalarse con precisión las 
circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas 
que se hayan tenido en consideración para su emisión, siendo 
necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos 
y las normas aplicables, lo cual tiene como propósito primordial, 
confirmar que al conocer el destinatario del acto el marco normativo 
en que el acto de molestia surge y las razones de hecho 
consideradas para emitirlo, pueda ejercer una defensa adecuada ante 
el mismo. Ahora bien, ante esa configuración del primer párrafo del 
artículo 16 constitucional, no cabe asumir una postura dogmatizante, 
en la que se entienda que por el solo hecho de establecerse dichas 
condiciones, automáticamente todas las autoridades emiten actos de 
molestia debidamente fundados y motivados, pues la práctica 
confirma que los referidos requisitos son con frecuencia 
inobservados, lo que sin embargo no demerita el hecho de que la 
Constitución establezca esa serie de condiciones para los actos de 
molestia, sino por el contrario, conduce a reconocer un panorama de 
mayor alcance y eficacia de la disposición en análisis, pues en la 
medida en que las garantías instrumentales de mandamiento escrito, 
autoridad competente y fundamentación y motivación mencionadas, 
se encuentran contenidas en un texto con fuerza vinculante respecto 
del resto del ordenamiento jurídico, se hace posible que los 
gobernados tengan legitimación para aducir la infracción al derecho a 
la seguridad jurídica para asegurar su respeto, únicamente con 
invocar su inobservancia; igualmente se da cabida al principio de 
interdicción de la arbitrariedad y, por último, se justifica la existencia 
de la jurisdicción de control, como entidad imparcial a la que 
corresponde dirimir cuándo los referidos requisitos han sido 
incumplidos, y sancionar esa actuación arbitraria mediante su 
anulación en los procedimientos de mera legalidad y, por lo que atañe 
al juicio de amparo, a través de la restauración del derecho a la 
seguridad jurídica vulnerado. 
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DETENCIÓN ARBITRARIA. Este agravio se encuentra absolutamente 

correlacionado con el allanamiento de morada acreditado en el rubro 

que antecede, en esa tesitura, resulta relevante exponer de inicio  la 

narrativa de los hechos asentada en el Informe Policial Homologado de 

fecha 06 de enero de 2021, la cual dice:     

 

“se visualizaron 2  los cuales se encontraban 

discutiendo sobre la vía pública, así mismo nos 

aproximamos a preguntar por el cual estaban golpeándose (…) 

al realizar una revisión corporal se pusieron agresivos, 
insultando a los compañeros que realizaban su trabajo, 

golpeando a un oficial por lo que se pidió el apoyo a la unidad 

872,1250 y 1289y con el apoyo de los demás compañeros, 

logrando poner los candados de manos a los dos  

dándole su lectura de sus derechos y manifestándoles que 

serían trasladados a la barandilla municipal de Ciudad Miguel 

Alemán siendo el motivo de la detención insultos a la 

autoridad, agresión al servidor público y alteración del 

orden público y aparente estado de ebriedad…”.               

 

Ahora bien, prevalece lo manifestado por las impetrantes respecto a 

los hechos denunciados ante este Organismo, en el sentido de que al 

percatarse que policías querían ingresar a la fuerza en la casa donde se 

encontraban  y , una de ellas se 

comunicó con su abuela para que acudiera al lugar, en ese sentido 

obra en autos el aludido testimonio de la C. , abuela 

de la quejosa , quien refirió a personal de esta 

Comisión que vio como al esposo de su nieta los policías lo bajaban 

detenido del segundo piso de su domicilio y, en concatenación con la 

dinámica de la detención con lo anteriormente expuesto, prevalece la 
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declaración informativa recabada por este Organismo al C.  

  , elemento de la Policía Estatal, resultando 

trascendentemente importante transcribir lo manifestado por el 

referido oficial, quien señaló:       

 

“…nosotros íbamos de apoyo en la unidad 1289, si recuerdo 

que si se hizo esa detención y yo era el chofer de la unidad y 

estábamos delimitando el área, aproximadamente como a diez 

metros de donde fue el suceso, desconozco donde estaba 

ubicado el lugar ya que no conozco ciudad Mier, en compañía 
de mis compañeros ,  

 y ,  son los que venían 

conmigo en la unidad, como éramos unidad de apoyo no se nos 

pasó información de lo que sucedía en el momento. Solo me 

di cuenta que a estas personas las bajaron como de un 

segundo piso y posterior a la detención se nos pidió el 

apoyo para subir a los detenidos en nuestra unidad…”.  

 

 

A toda luz prevalece una discrepancia inherente a las circunstancias o 

motivos de la detención de los agraviados asentados en el aludido 

Informe Policial Homologado, con lo manifestado por las impetrantes, 

la testimonial aludida y lo manifestado por el oficial de la Policía 

Estatal, lo cual evidentemente deja ver que la detención perpetrada 

por los elementos de la Policía Estatal, en agravio de  

 y , no aconteció en los 

términos descritos del parte de que registra su detención.        
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Sobre la detención arbitraria sufrida a los agraviados directos, esta 

Comisión Estatal de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, 

observó en la Recomendación General 2 de 19 de junio de 2001, 

sobre la práctica de las detenciones arbitrarias, emitida por la 

Comisión Nacional de los Derechos Humanos, dentro del cual se señala 

lo siguiente:  

“…Que en múltiples ocasiones los elementos de corporaciones 

policiacas, bajo los mismos argumentos, refirieron que al ir 

circulando por la vía pública, se encontraron a diversa personas 
en las calles o interiores de vehículos y estas fueron detenidas, 

siendo que, en ciertos casos, de las evidencias con que este 

Organismo Nacional contó,    se comprobó que los agraviados 

no se encontraban ni en “actitud sospechosa” y/o “marcado 

nerviosismo” en la vía pública, sino en el interior de sus 

domicilios, y que dichos servidores públicos, sin causa legal 

que lo justificara, ingresaron a los mismos y se llevaron 

detenidos a los quejosos.  Así también, estas detenciones 

arbitrarias traen aparejada violencia física y/o moral, y la 

autoridad, al no encontrar elementos que fundamenten y 

justifiquen su actuar, construyen la flagrancia para tratar de 

justificar legalmente sus acciones.”  

 

De acuerdo con lo anterior, es oportuno señalar que en nuestro país el 

estado de derecho sienta sus bases en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en cuyo texto se reconoce un catálogo de 

derechos, que otorgan y garantizan la seguridad jurídica a los 

gobernados mediante el principio de legalidad. 
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De igual forma, el reconocimiento de los derechos del individuo frente 

al Estado, no sólo se encuentra consagrado en la Ley Suprema y Leyes 

que de ella emanan, sino también en diversos ordenamientos 

internacionales 

de los que el Estado Mexicano es parte, reconocidos por la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 133, como Ley 

Suprema. 

 

En ese contexto, en el caso concreto resultan aplicables las 

disposiciones legales nacionales e instrumentos internacionales que a 

continuación se enuncian: 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo 

conducente establece: 

 

Artículo 14. “Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante 
los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las 

formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes 
expedidas con anterioridad al hecho…”. 

 

Artículo 16. “Nadie puede ser molestado en su persona, familia, 

domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito 

de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del 

procedimiento”. 

 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, prescribe 
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Artículo 9. “Nadie podrá ser arbitrariamente detenido, preso ni 

desterrado”. 

 

Artículo 12. “Nadie será objeto de injerencias arbitrarias en su vida 

privada, su familia, su domicilio o su correspondencia, ni de ataques a 

su honra o a su reputación. Toda persona tiene derecho a la protección 

de la ley contra tales injerencias o ataques”. 

 

Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, 

establece los siguiente: 

 

Artículo I. “Todo ser humano tiene derecho a la vida, a la libertad y 

a la seguridad de su persona”. 

Artículo IX. Toda persona tiene el derecho a la inviolabilidad de su 

domicilio 

 

Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer 

Cumplir la Ley, contempla las siguientes disposiciones: 

 

Artículo 1. “Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

cumplirán en todo momento los deberes que les impone la ley, 

sirviendo a su comunidad y protegiendo a todas las personas contra 

actos ilegales, en consonancia con el alto grado de responsabilidad 

exigido por su profesión”. 

Artículo 2. “En el desempeño de sus tareas, los funcionarios 

encargados de hacer cumplir la ley respetarán y protegerán la dignidad 

humana y mantendrán y defenderán los derechos humanos de todas 

las personas”. 
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Artículo 8. “Los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley 

respetarán la ley y el presente Código. También harán cuanto esté a su 

alcance por impedir toda violación de ellos y por oponerse 

rigurosamente a tal violación…”. 

 

LEY DE COORDINACIÓN DEL SISTEMA DE SEGURIDAD PÚBLICA 

DEL ESTADO DE TAMAULIPAS. 

 

Artículo 18. Son obligaciones de los integrantes de las instituciones 

de seguridad pública: 
I. Conducirse con dedicación y disciplina, así como con apego al orden 

jurídico y respeto a las garantías individuales y derechos humanos 

reconocidos en la Constitución; 

VIII. Abstenerse de ordenar o realizar la detención de persona alguna 

sin ajustarse a las previsiones constitucionales y legales aplicables. 

 

La seguridad pública es una responsabilidad indelegable del Estado, 

que tiene como fin salvaguardar la integridad y derechos de las 

personas, así como preservar las libertades, el orden y la paz públicos, 

lo cual se encuentra estipulado en el artículo 2° de la Ley General del 

Sistema Nacional de Seguridad Pública. En sintonía, la Ley de 

Seguridad Pública para el Estado de Tamaulipas, en los artículos 2 y 3 

fracción I, dispone que la seguridad pública corresponde garantizarla 

de manera concurrente a los Estados y Municipios y que ésta tendrá 

como fines, entre otros, la protección y respeto de la vida, la integridad 

corporal, la dignidad y los derechos de las personas, así como de sus 

bienes.  
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La libertad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los 

atributos de la persona. La Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, ha subrayado la importancia del derecho a la libertad 

personal al señalar que: “cuando es vulnerado, genera un riesgo que se 

produzca la vulneración de otros derechos, como la integridad personal 

y, en algunos casos, la vida”.1 Para la Corte la detención implica ya una 

situación de vulnerabilidad, la cual “se agrava cuando la detención es 

ilegal o arbitraria”.2 

 

Por lo tanto, dentro del contexto de este apartado, esta Comisión 

determina la existencia de un ejercicio indebido de la función pública 

por parte de elementos de la Policía Estatal que participaron en la 

detención de los agraviados, vulnerándose sus derechos humanos a la 

inviolabilidad del domicilio, libertad e integridad personal, conductas 

que demuestran el incumplimiento de los servidores públicos 

responsables con la obligación de prevenir, respetar, promover y 

proteger los derechos humanos, atento a lo previsto por el artículo 1 

de nuestra Carta Magna la cual impone a todas las autoridades, de 

acuerdo a sus respectivas competencias, el deber irrestricto de 

salvaguardar los derechos humanos de los gobernables.  

 

Esta Comisión es respetuosa de las labores efectuadas por los cuerpos 

de Seguridad Pública que tienen como función principal conservar la 

                                                 
1
 CrIDH. Caso Servellón García y otros vs. Honduras. Sentencia de 21 de septiembre de 2006. Serie C No. 152, 

párr.87.   
2
 CrIDH. Caso Bulacio vs. Argentina. Fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 18 de septiembre de 2003. Serie C, 

No. 100, párr. 127.   
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paz social, sin embargo, a fin de que impere esa paz social, es 

necesario que todos y cada uno de quienes ejercemos funciones de 

servicio público, actuemos de acuerdo al orden legal, evitando incurrir 

en acciones u omisiones que además de ser violatorias de derechos 

humanos, pudieran contribuir a la impunidad, siendo esto importante, 

pues con independencia de la existencia de una conducta delictiva por 

parte del quejoso, jamás se justificará la trasgresión de sus derechos 

humanos, al existir una normativa que determina los procedimientos a 

seguir en caso de detenciones y allanamientos a domicilios. 

 

VIOLACIÓN AL DERECHO  A LA SEGURIDAD. En relación a este 

agravio resulta relevante exponer las conclusiones bajo los siguientes 

razonamientos.    

 

De las constancias que integran el presente expediente, se advierte 

que  

 

una vez detenidos los agraviados, estos fueron remitidos a disposición 

de la barandilla municipal de la Dirección de Tránsito y Vialidad de 

Ciudad Miguel Alemán, Tamaulipas, instalaciones en las que civiles 

armados ingresaron a las oficinas de la Dirección de Tránsito y 

Vialidad y privaron de la libertad a  y 

.  

 



  Queja número 001/2021-L 

 28 

Este Organismo advierte que los agraviados directos fueron remitidos y 

puestos a disposición en la barandilla municipal, ubicada en la Dirección 

de Tránsito y Vialidad de la ciudad de Miguel Alemán, Tamaulipas, tal 

como se desprende dentro del informe policial homologado de fecha 06 

de enero del 2021, (punto 3 de ANTECEDENTES). 

 

Lo anteriormente expuesto se robustece con la carpeta de investigación 

número , iniciada ante la Agencia del Ministerio Público de 

Procedimiento Penal Acusatorio Adscrito a la Unidad General de 

Investigación con residencia en Miguel Alemán, Tamaulipas, en razón 

de aviso por parte del C. M.V.Z. , encargado de la 

Dirección de Tránsito y Vialidad en Miguel Alemán, Tamaulipas, en la 

cual señaló que elementos de la Policía Estatal habían puesto a 

disposición a cuatro personas ante el juez calificador por faltas 

administrativas, llegando posteriormente dos camionetas con personas 

civiles armadas, mismos que se llevaron a dos de los detenidos. 

 

De la misma manera obra dentro de la carpeta de investigación 

, acta de entrevista realizada a la Juez Calificador de 

barandilla Municipal, quien manifestó lo siguiente:  

 

“…que se encontraba en turno,  aproximadamente a las 13:30 

horas, y Policías Estatales ponen a su disposición  dos detenidos 

del sexo  a los cuales llevaron por alteración del orden 

en vía pública y a los minutos nuevamente llega la Policía 

Estatal con otros dos detenidos  por los mismos 
hechos de alteración del orden en la vía pública, de los últimos 
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detenidos llegó también una persona del sexo  quien 

dijo que era hermana de uno de los detenidos, entrando la Juez 

Calificador a su oficina a redactar el documento de entrega de 

los detenidos, escuchando momentos después un golpe muy 

fuerte de la puerta principal, así como gritos y muchas voces 

juntas, saliendo posteriormente y vio que no estaban los 

detenidos, preguntándole al C.  , que había 

sucedido respondiéndole este, que los habían encañonado y se 

habían llevado dos detenidos y los otros dos detenidos se habían 

ido por su propio pie”. 

 

Así mismo obran dentro de la carpeta de investigación , acta 

de entrevista del encargado de la Dirección de Tránsito y Vialidad y de 

oficial de tránsito de Miguel Alemán, Tamaulipas, quienes hicieron 

narrativa de los hechos ocurridos. 

 

De igual forma obra dentro de la multicitada carpeta de investigación, 

acta de inspección del lugar de la investigación en la cual se detalló el 

exterior e interior de las instalaciones de Tránsito Municipal, dejándose 

a la vista que dichas instalaciones no cuentan tanto en el exterior como 

el interior de cámaras de vigilancia, así como tampoco cámaras de 

Seguridad Pública del Estado, anexándose al acta de inspección 

diversas placas fotográficas.  

 

En ese orden de ideas y de acuerdo a lo documentado en el expediente 

de queja que se resuelve, se desprende que dentro de la carpeta de 

investigación antes mencionada se realizó un acuerdo de incompetencia 

dirigido a la Agente del Ministerio Público Especializada en la 

Investigación de los Delitos de Desaparición Forzada de Personas con 
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residencia en ciudad Reynosa, Tamaulipas, iniciándose la carpeta de 

investigación número , dentro de la cual se desprenden 

actuaciones y diligencias ministeriales requeridas por el protocolo para 

la búsqueda de personas reportadas como desaparecidas, expidiendo 

los correspondientes oficios de investigación, girando oficios a las 

autoridades de carácter municipal, estatal y federal, oficios a diversos 

hospitales, centros de reclusión, dependencias diversas tanto del 

ámbito privado como público, así también se realizaron las acciones 

para el efecto de recabar muestras de ADN de los familiares de las 

personas desaparecidas, los actos tendientes a recabar entrevista a 

testigos, obrando además operativo de búsqueda por parte de la 

Agencia Especializada de los Delitos de Desaparición Forzada de 

Personas en diversos puntos de la región donde desaparecieron los 

agraviados, además de la utilización de implementos tecnológicos para 

ubicar las posiciones geográficas de los desaparecidos e indagación 

electrónica en redes, actuando en consecuencia a raíz de los datos 

recabados, así como inspecciones oculares en diversos lugares 

señalados por las denunciantes C.C.  y 

, en los municipios de ciudad Mier, 

Tamaulipas  y  Miguel Alemán Tamaulipas  esto con la finalidad de logar 

la localización de los C.C.  y  

. 

 

Previamente documentado lo anterior, este Organismo advierte 

irregularidades realizadas por la autoridad aprehensora en la detención 
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de los agraviados, teniendo como consecuencia que hasta el momento 

no se han localizado los mismos, así como tampoco el paradero de los 

responsables de la desaparición de los agraviados, teniendo como 

consecuencia el acceso a la verdad, a la justicia y a la reparación 

integral del daño a las familias y seres queridos de los involucrados.  

 

En ese sentido, es importante resaltar que los órganos del Estado 

deben adoptar todas las medidas positivas para preservar, garantizar y 

proteger los derechos humanos a la integridad, seguridad y libertad de 

las personas; es decir, tienen el deber de organizar todas las 

estructuras a través de las cuales se manifiesta el ejercicio del poder 

público que fueren necesarias para asegurar jurídicamente el libre y 

pleno ejercicio de los citados derechos y, como consecuencia, erradicar 

la práctica de la desaparición de personas. No hacerlo de manera 

efectiva sitúa a las autoridades en una falta de la debida diligencia para 

prevenir la violación o los delitos. 

 

Uno de los atributos fundamentales del ser humano es la libertad y 

seguridad personal. Los diferentes órganos del Estado tienen la 

obligación de respetarlos, protegerlos y garantizarlos. En este sentido, 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 

17, garantiza el derecho al acceso a la justicia al establecer que: 

 

"toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por 

tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y 
términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de 

manera pronta, completa e imparcial".  
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El derecho de una persona a no ser sometida a una desaparición 

forzada se reconoce en el artículo 1.1 de la Convención Internacional 

para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones 

Forzadas. Este derecho debe ser garantizado por las autoridades del 

Estado, realizando las acciones que razonadamente estén a su alcance 

para evitar que una persona sea afectada por este flagelo. 

 

Al respecto, la Ley General de Víctimas en el artículo 5° distingue una 

serie de principios que deben seguirse en la atención de las víctimas de 

delitos, destacándose en el caso que nos ocupa el principio de "debida 

diligencia", en virtud del cual los servidores públicos deberán realizar 

todas las actuaciones necesarias dentro de un tiempo razonable para 

lograr, entre otros aspectos, el goce de los derechos a la verdad y 

acceso a la justicia. La misma ley, en su artículo 7° fracciones I y III, 

reconoce como derecho de las víctimas obtener una investigación 

pronta y eficaz que lleve, en su caso, a la identificación y 

enjuiciamiento de los responsables y a conocer la verdad de lo 

ocurrido, en tanto que en el artículo 19, dispone que en los casos de 

personas desaparecidas, ausentes, no localizadas, extraviadas o 

fallecidas, las víctimas tendrán derecho a conocer su destino o 

paradero o el de sus restos; de igual forma, dispone que toda víctima 

que haya sido reportada como desaparecida tiene derecho a que las 

autoridades competentes inicien de manera eficaz y urgente las 

acciones para lograr su localización y, en su caso, su oportuno rescate. 

 



  Queja número 001/2021-L 

 33 

Aunado a ello, el artículo 21 de la multicitada ley, obliga a las 

autoridades a iniciar, de inmediato y tan pronto como se haga de su 

conocimiento, todas las diligencias a su alcance para determinar el 

paradero de las personas desaparecidas y añade que toda víctima de 

desaparición tiene derecho a que las autoridades desplieguen las 

acciones pertinentes para su protección con el objetivo de preservar, al 

máximo posible, su vida y su integridad física y psicológica. Ello incluye 

la instrumentación de protocolos de búsqueda conforme a la legislación 

aplicable y los tratados internacionales de los que México sea parte.  

 

De igual forma, el Organismo Nacional de protección a derechos 

humanos, señaló dentro de su Informe Especial sobre "Desaparición de 

personas y fosas clandestinas en México", que tratándose de 

desaparición de personas la procuración de justicia debe enfocarse en 

la realización inmediata de todas aquellas acciones tendientes a la 

búsqueda y localización de la víctima, por lo que resulta fundamental 

que las autoridades encargadas de las investigaciones ministeriales 

centren sus esfuerzos en ubicar el paradero de la persona 

desaparecida, y de manera concomitante practicar diligencias para la 

acreditación de los elementos constitutivos del tipo penal y de la 

probable responsabilidad.3   

 

A nivel internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

ha establecido que el deber de investigar es una obligación de medios, 
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y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber 

jurídico propio y no como una simple formalidad condenada de 

antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses 

particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de 

sus familiares o de la aportación privada de elementos probatorios. A 

la luz de ese deber, una vez que las autoridades estatales tengan 

conocimiento del hecho, deben iniciar ex oficio y sin dilación una 

investigación seria, imparcial y efectiva. Esta investigación debe ser 

realizada por todos los medios legales disponibles y orientados a la 

determinación de la verdad. 

 

Por ello, es importante que las autoridades Estatales y Municipales de 

Tamaulipas, no sólo pongan en marcha acciones para la búsqueda y 

localización de las personas desaparecidas, sino que de forma eficaz se 

coordinen con otras esferas de Gobierno, para investigar y sancionar a 

los responsables y debiendo tener como fin la erradicación de esta 

reprobable práctica. 

 

Por lo argumentado en la presente Recomendación, y con fundamento 

en los artículos 4° y 110, fracción IV y 111 de la Ley General de 

Víctimas, y sus equivalentes en la ley local, se reconoce la calidad de 

víctima directa a los C.  y al C.  

, e indirectas a las C.C.  

 y , por las transgresiones 

a los derechos humanos ya señalados.  
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El anterior reconocimiento se realiza en virtud de que las víctimas 

indirectas en este caso han sufrido una afectación psicológica y 

emocional al no haberse realizado una correcta investigación de los 

hechos denuncias, lo que amerita una justa atención y reparación 

integral como consecuencia de la violación de sus derechos humanos.  

 

Reparación integral del daño.  

Esta Comisión sostiene que las violaciones de derechos humanos 

merecen una justa reparación integral del daño como un elemento 

fundamental para crear conciencia del principio de responsabilidad. 

Además, es una forma de enmendar una injusticia y un acto de 

reconocimiento del derecho de las víctimas y de la persona. La facultad 

de solicitar o determinar cuando existe la obligación de reparar el 

daño, es otorgada, entre otras instancias, a esta Comisión Estatal de 

Derechos Humanos en el artículo 48 de la Ley que la rige.  

 

En los términos del artículo 1° constitucional, párrafo tercero todas las 

autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de 

reparar las violaciones a los derechos humanos, en los términos que 

establezca la ley. En este sentido, la Ley General de Víctimas describe 

la obligación de reparar el daño en los artículos 1°, 2°, 4°, 7°, 20, 26 y 

27, así como los señalados en la Ley de Atención a Víctimas para el 

Estado de Tamaulipas. 
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En el sistema regional, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos establece esta obligación en su artículo 63.1, al señalar la 

obligación de garantizar al lesionado el goce de su derecho o libertad 

conculcados y estableciendo la obligación de reparar las consecuencias 

de la medida o situación que ha configurado la violación de esos 

derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 

 

Por tales motivos, los poderes del Estado se encuentran obligados a 

reparar integralmente los daños provocados tanto por acciones como 

por omisiones, propias o de terceros, por la situación de abandono, 

ineficacia en la administración pública o en la procuración de justicia y 

no haber establecido las medidas, procedimientos y sistemas 

adecuados para propiciar una eficaz función pública en la procuración 

de justicia pleno y, con ello, evitar que ocurran violaciones a derechos 

humanos en agravio de las personas.  

 

En el caso que nos ocupa será importante continuar con la 

investigación de los hechos de manera cuidadosa y profunda, 

identificar a los responsables, juzgarlos y en su caso sancionarlos, ya 

que esto constituye una obligación para las autoridades, y también 

debe ser tomado como una forma de reparación hacia los familiares. 

 

En razón de ello, de conformidad con los artículos 102, apartado B, de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 16, 58 

fracción XVIII y 126 de la Constitución Política del Estado de 
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Tamaulipas; 1, 2, 3, 4, 8, 22 fracción VII, 28, 48 y 49 de la Ley de la 

Comisión Estatal de Derechos Humanos, 23 fracción VII, 63 fracción V, 

68 y 70 de su Reglamento; 49, fracciones I, III y VI de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de 

Tamaulipas, los artículos 1°, 3°, 6°, 7°, 44, 99, 101 y 104 de la Ley 

General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, y los artículos 1°, 

3, 19, 32 y 105 de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de 

Tamaulipas, se emiten las siguientes:  

 

R E C O M E N D A C I O N E S 

 

 

Al  C. Secretario de Seguridad Pública: 

 

PRIMERA. Emprenda las acciones necesarias para que se realice la 

atención y la reparación integral del daño a las CC.  

  y    , y demás 

víctimas indirectas en el presente caso, en la que se incluyan todas las 

medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y 

garantías de no repetición, de conformidad con la Ley General de 

Víctimas, la Ley de Atención a Víctimas del Estado y los instrumentos 

internacionales invocados en la presente Recomendación, ello en 

términos de lo dispuesto en los artículos 1, 2, 5, 6, 7, 12, 16 y demás 

aplicables de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de 

Tamaulipas y sus Municipios; debiendo brindar a la parte quejosa la 
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orientación necesaria para la instauración del procedimiento en 

términos de los artículos 14 y 15 de dicha Ley. 

 

SEGUNDA. Se realice lo conducente a fin de que se identifique a los 

servidores públicos que incurrieron en los hechos que nos ocupan, a fin 

de deslindar las responsabilidades administrativas correspondientes y, 

en su caso, imponer las sanciones y/o medidas correctivas que 

resulten conducentes, por la violación a los derechos humanos 

acreditados en esta Recomendación. 

 

TERCERA. En el supuesto que los servidores públicos responsables de 

las violaciones a derechos humanos señalados en esta resolución ya no 

sean miembros activos de esa Secretaría, o bien, haya prescrito la 

responsabilidad administrativa, solicitamos dejar constancia de la 

presente recomendación en el expediente laboral de cada uno de ellos 

para que obre como antecedente de su actuación. 

 

CUARTA. Como medida de prevención y garantía de no repetición; Se 

brinde capacitación sobre los principios y normas de protección de los 

derechos humanos, con énfasis en el principio de inviolabilidad 

domiciliaria, detención de personas y sus derechos en el desarrollo de 

la privación de su libertad a elementos de la Policía Estatal o al menos 

al personal involucrado en los hechos violatorios en mención. 
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QUINTA. Emita de manera inmediata, un comunicado a elementos de 

la Policía Estatal, sobre la prohibición de llevar a cabo detenciones 

fuera de las normas y criterios nacionales e internacionales 

establecidos para tal efecto, donde se destaque, el informar los 

motivos y razones de la detención, efectuar la puesta inmediata a 

disposición ante la autoridad competente, ello como mecanismo para 

evitar privaciones de la libertad ilegales y arbitrarias, así como sus 

consecuencias legales atribuibles en su caso. 

 

Al Presidente Municipal de Miguel Alemán.     

 

PRIMERA. En cuanto a la custodia de las personas detenidas en la 

barandilla municipal de la Dirección de Tránsito y Vialidad de Ciudad 

Miguel Alemán, se giren instrucciones pertinentes para que se disponga 

de personal de seguridad suficiente para recibir y resguardar a los 

detenidos puestos a disposición de la barandilla.                

 

SEGUNDA. Respecto a la infraestructura que ocupa la barandilla 

Municipal ubicada en la Dirección de Tránsito y Vialidad de Ciudad 

Miguel Alemán, se disponga de la urgente instalación de sistemas de 

circuito cerrado de video vigilancia permanente tanto en el interior 

como en el exterior de la barandilla, con el fin de reforzar la seguridad 

de los detenidos y el personal que labora en dicha dirección. 
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De conformidad con lo dispuesto por el artículo 49 de la Ley de la 

Comisión de Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, solicítese a 

la autoridad recomendada que, dentro del plazo de diez días hábiles, 

contados a partir de la fecha de recepción de la presente resolución, 

informe a este Organismo si acepta o no la recomendación formulada 

y, en su caso, enviar dentro de los 15 días siguientes las pruebas de 

que se ha iniciado su cumplimiento. 

 

Cuando las Recomendaciones no sean aceptadas o cumplidas por las 

autoridades o personas servidoras públicas, la Comisión de Derechos 

Humanos del Estado de  Tamaulipas,  quedará en libertad de hacer 

pública, precisamente, esa circunstancia y, con fundamento en los 

artículos 102, apartado B, párrafo segundo, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, 48, 49 de la Ley de la Comisión de 

Derechos Humanos del Estado de Tamaulipas, así como del Articulo 74 

de su Reglamento interno, podrá solicitar al Congreso del Estado, que 

requieran su comparecencia, a efecto de que expliquen el motivo de su 

negativa.  

 

Notifíquese la presente resolución a las partes, de conformidad con el 

artículo 53 de la Ley de la Comisión de Derechos Humanos del Estado 

de Tamaulipas  

 

 






